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ciso delimitar, en primer término, si los demandantes
de amparo debían haber sido emplazados y sise encon­
traban suficientemente identificados; en segundo térmi­
río, si el emplazamiento se llevó acabo en forma personal

, y suficiente para que llegara a conocimiento del des­
tinatario; y por último, si el recurrente en amparo mar­
ginado tuvo conocimiento de la existencia del proceso
en forma bastante para ejercer su derecho de compa-
_recencia y defensa (STC 100/1994, fundamento jurí-
dico 2.°). -

Respecto al otro derecho alegado por los recurrentes,
o sea el de intervenir en el debate procesal en con­
diciones que respeten la con.tradicción, con todas las
garantías (art. 24.2C.E.), sólo son titulares del mismo
las partes personadas en el momento oportuno, sin que
corresponda a. quienes carezcan de legitimación pasiva
necesaria o lleguen tardíamente, por su negligencia, a
las actuaciones. Como dijimos en la STC 109/1985,
la indefensión, ofalta de garantías, -derivadas de la ausen-·
cia de contradicción no deben apreciarse cuando «la
parte que pudo defender sus, derechos e intereses legí­
timos, a través de los medios que ofr'.ece el ordenamiento
jurídico, no.usó de ellos con la pericia técnica suficiente
-Sentencias de 7 de julio de 1983 y 11 de julio de
1985- , o cuando la parte que invoca la indefensión
colabora con su conducta a su producción -Sentencia
del1 de junio de 1984-, pues en ella no ha de tener
actuación quien se sienta agraviado y la invoca~ ya que
si la lesión se debe -de manera. relevante a la inactividad
o negligencia, por falta de la diligencia procesal exigible
al lesionado, o se genera por la voluntaria actuación
desacertada, equívoca o, errónea de dicha parte -Sen­
tencias de 11 eje junio de 1984 y ge 17 de júlio de
1985, y autos de la Sala Segunda de 7 y 21 de noviembre
de 1984-, la indefensión resulta absolutamente irrele­
vantea efectos constitucionales, porque al causante de
ella le es imputable su presencia, no pudiendo reunir
a la vez la doble ,condición de autor y. de perjudicado,
y si Ja creó con su comportamiento doloso o negligente,
no es posible beneficiarle con su ,reconocimiento y con-
secuencias)) (fundamento jurídico 3.°). '

4. En el supuesto presente, se trata de una elección
de Alcalde y conforme a!o dispuesto en el arto 196
de la L.O.R.E.G~ son candid~tos los concejales que enca­
bec~n una lista, condición que no reúnen los quejosos.
La legitimación para interponer el recurso contencioso­
electoral, o para·'oponerse a los que se interpongan, está
reservada a .Ios candidatos, proclamados o no procla~

mados, junto a. los representantes de las candidaturas
y a los'partidos, asociaciones, federaciones y coaliciones
(art. 11 OL.O.R.E.G.) ,

Los recurrentes, en suma, no tenían que ser perso­
nalmente emplazados, ya que el representante de su
candidatura lo fue en debida forma, correspondiéndole
a éste comunicar a los concejales electos' la existencia
del proceso ante el Tribunal Superior de Justicia de la
,Comunidad Valenciana. La falta de diligencia de los
recurrentes el') amparo, al personarse tardíamente, les
privó del trámite de alegaciones.

No cabe apreciar, por tanto, indefensión de clase algu­
na, así como tampoco falta de garantías procesales.

5. Al no haberse dado ni la violación denunciada
del arto 23.2 C.E., ni las infracciones del arto 24. 1
Y 2 C.E., en cuanto al primero proclama el derecho a
acceder en condiciones de igualdad a las' funciones y
cargos públicos y el arto 24 C.E. garantiza el derecho
a la tutela judicial efectiva sin indefensión (párrafo 1),
así como el derecho a un proceso con todas las garantías
(párrafo 2), procede desestimar el presente recurso de
amparo. ,

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por don
Vicente Gil Olmedo y doña María Teresa Romero GÓmez.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid, a veinticuatro de octubre de mil
novecientos noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Berei­
jo.-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Ma­
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.-:-Javier Delgado
Barrio.-Firmado y rubricado.

25698 Pleno. Sentencia 156/1995, de 26 de octu­
bre de 1995. Recurso de inconstitucionali­
dad 2. 145/1989. En relación con determina­
dos preceptos de la Ley del Parlamento Vasco
5/1989, de 6 de julio, de Protección y Orde­
nación de la Reserva de la Biosfera de Ur­
daibai.

, .
El Pleno del Tribunal Constitucional rompuesto ,por

don Alvaro. Rodríguez Bereijo, .Presidente; don. José
Gabaldón López, Vicepresidente, don Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral, don Vicente Gim~no Sen­
dra, don Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego
González Campos, don Pedro Cruz Villalón, .don Caries
Viver Pi-Sunñer, don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera,
don Javier Delgado Barrio y don Tomás S. Vives Antón,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 2.145/89,
interpuesto por el Abogado del Estado en representación
del Presidente del Gobierno, contra los arts. 23.2 b),
23.2 c), 27, 28.4 Y29.1 de la Ley del Parlamento Vasco
5/1989, de 6 de julio, de Protección y Ordenación de
la Reserva de ~a Biosfera de Urdaibai, han sido partes
el Gobierno Vasco, representado por el Letrado don Mikel
Legarda Uriarte, y el Parlamento Vasco, representado
por su Letrado don Eduardo Mancisidor Artaraz, y Ponen­
te el Magistrado don Julio Diego González Campos, quien
expresa el parecer del Tribunal. .

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en est.eTribunal el
30 de octubre de .1989, el Abogado del Estado; en repre­
sentación del Gobierno de la Nación, interpuso recurso
de inconstitucionalidad contra los arts. 23.2 b), en cuanto
al inciso «sesenta dípS naturales)); 23.2 c), en cuanto
al inciso «seis meses)); 27, por imprevisión de las infrac­
ciones menos graves; 28.4, por igual motivo y 29.1,
por imprevisión del plazo de prescripción para las infrac­
ciones menos.graves, dé la Ley del Parlamento Vasco
5/1989, de 6 de julio, de Protección y Ordenación de
la Reserva de la Biosfera de Urdaibai, publicada en el
«Boletín Oficial del País Vasco)) núm. 145, de 29 d&
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julio de 1989. con invocación de lo establecido en el
arto 1-61.2 C.E. respecto a las disposiciones impugnadas.

A) Como justificación última de la solicitud de que
este Tribunal declare la inconstitucionalidad y consi­
guiente nulidad de los preceptos antes mencionados de
la Ley 5/1989. de· 6 de julio. del Parlamento Vasco.
el Abogado del Estado expone 'que dicha Ley establece
normas de protección. conservación. restauración y
mejora de un espacio natural. el constituido por el valle
y estuario de la ría de Urdaibai. designado por la
U.N.E.S.C.O. en 1984 como «Reserva de la Biosfera».
Por lo que. según la dOGtrina de, este Tribunal (SSTC
64/1982 y 170/1989). la L~y impugnada se integra
dentro de, la legislación sobre protección del .medio
ambiente. Normativa de laque el arto 1~9.1.23 e.E. reser­
va al Estado la <<legislación básica» en esta materia. con­
tenida en la Ley 4/1989. de 27 de marzo. de Conser­
vación de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna
Silvestres (en adelante L.C.E.N.); mientras que lasComu­
nidades Autónomas están facultadas para dictar <<nor­
mas adicionales de protección» del medio ambiente. Lo
que configura por tanto una competencia autonómica
de «desarrollo legislativo y ejecución de la legisla­
ción básica del Estado». como se establece en el
art. 11. 1 a) del Estatuto de Autonomía del País Vasco
(en adelante. E.A.P.V.)~

Oeeste modo. según afirma seguidamente el repre­
sentante dél Gobierno de la Nación. la Comunida'd Autó­
noma del País Vasco, queda sujeta a la normativa básica
estatal en el ejercicio de su competencia sobre esta mate­
ria. a la que debe respetar (SJC 56/1983). Pues como
ha declarado esteTribunal. la legislación básica que dicte
el Estado¡en materia de protección del medio 'ambiente
tiene el carácter de «normas mínimas de protección que
permiten normas adjcionales o un plus de protección».
cumpliertdo no una función de uniformidad r.elativa «s.ino
más bien de ordenación mediante mínimos. que han
de~ respetarse en todo c'asoPero que pueden permitir
que cada una de las Comunidades Autónomas. con com­
petencias en la, materia. establezcan niveles' de 'pr,?t~o­

ción más altos» (STC 170/.1989. fundamen~o Jundlco
2.°). Por tanto. en el 'presente caso el, enjuiciamiertto
de la norma autonómica exige su contraste con la orde­
nación estatal básica. que opera como medida de validez;
y en defensa de la inconstitucionalida~ de I~ norm~

autonómica impugnada no puede aduclrse la mconstl­
tucionalidad de la. propia norma básica cuando ya han
transcurrido los plazos para la impugnación de ésta. ni

, justificar su conculcació~; pues ello ,ser~a co~trario al
principio de lealtad' que mforma el funCionamiento de
nuestro Estado compuesto (STC 96/1986). Señalando
al respecto que los arts~ 10.3 y 39 L.C.E.N. -preceptos
que en el presente caso constituyen la legislación básica
en la materia, infringida por da Ley 5/1989. de 6de
julio. del Par;lamento Vasco- no fueron impugnados en
los recursos de inconstituclonalidad interpuestos contra
la Le.E.N. por varias Comunidades Autónomas, entre
ellas la del País Vasco. De donde resulta. a juicio del
Abogado del, Estado•.que' el. examen ~e.lé;I cu.estión. ~l~n­
teada no requiere. ni admite. un enjuIciamiento mlclal
de la normativa básica invocada. sino sólo el contraste
de los preceptos que se impugnan con dicha ordenación
básica.·

B) Entrando en el examen de la alegada inconsti­
tucionalidad de los arts. 23.2 b) Y c) de la Ley 5/1"986,
de 6 'de julio, del Parlamento Vasco. el Abogado del
Estado afirma que la Ley vasca no respeta los plazos
establecidos por la L.e.E.N. (art. 10.3 en relación con
la Disposición adicional quinta) para el ejercicio por la
Administración de los derechos de tanteo y retractq en
las transmisiones onerosas inter vivos de terrenós situa-

dos en el interior de un espacio nat,ural protegido. Pues
la ley impugnada los, recorta drásticamente. otorgando
sólo un plazo de sesenta dié;lS naturaJes para el ejercicio
del derecho de tanteo [arto 23.2 b)] y otro de seis meses
,p~ua el derechó del, retracto [arto 23.2 c)] frente a los
plazos de tres meses y un año, respectivamente. esta­
blecidos por el arto 10.3 L.e.E.N. Plazos éstos que.'a
juicio det Abogado del Estado. constituyen un elemento
esencial en la configuración de estos derechos de adqui­
sición preferente. pues la efectividad de este mecanismo
de prótección, dependerá. en b.u,ena parte de s~ plazo
de ejercicio. Por lo que se sostiene que el mencionado
precepto de la L.e.E.N. tiene carácter básico. . .
, El Abogado del Estado ~amb.ién sostiene la inco.ns­

titucionalidad del arto 23.2 b) Y c) de la Ley recurnda
en cuanto el tanteo y retracto legal son limitaciones del
dominio que pertenecenal que puede denominarse ({es;.
tatuto jurídico de la propiedad inmobiliaria». Y si la STC
37/1987 en 'relaciÓn con la STC 170/1989. fundamen­
to jurídico 8.°. permite Jigar el criterio de «utilizació,n
racional de todos los recursos naturales» (art. 45.2 C.E.)
con la cláusula de la función sócial de la propiedad (art.
33.2 C.f.), ello autoriza ,a .enlazar los arts 45.2 y 33
C.E. con el art. 149. 1.1 C.E.;pues corresponde al Estado
regularlas. condiciones básicaS que garanticen la igual­
dad dé todos los españoles en cu~nto a los límites que
los derechos de los ciudadanos deben sufrir en pro de
una utilizadón racional de Jos recursos natutales. a los
fines de defendery rest,urarel medio ambiente. Pero
la Ley 5/1989. de 6 de julio, del Parlamento Vasco,
al recortar los plazos de ejercicio de tos derechos de
tanteo y r.etracto configurados en la legisla~iÓn e~tatal

básica. incide así en el estatuto juridicode Ja proptedad
inmue,ble y crea un privilegio injustificado e irr~zonable

que beneficia' a los propIetarios.. de terrenos si~Ua~os en ,
el' interior de la Reserva de la .Bloslera de Urdalbal; pues '
los propietarios de terrenos, s,ituadosen el interior de
cualquier otro espacio natural protegido. de conformidad
con la legislación estatal. están sometidos a plazos más
amplios para el ejercicio por la Administración de los
derechos de tanteo y retracto.

C) Finalmente. tras señalar que el arto 39.1 L.C.E.N.
éstablece que las infracciones se califica~án como «leves.
menos graves, graves V muy graves» atendiendo a Ids
criterio's contenidos en este precepto. el Abogado del

'Estado alega que la Ley 5/1989. de 6 de julio. del Par­
lamento Vasco. no ,ha respetado. esta regulación estatal
básica. pues introduce una injustificada divergencia al
calificarlas 'infracciones. por olvidar las menos graves;
y con ~arregloa un esquema constituido sólo. por las ,
muy' graves. graves y leves, procede a determinar 'las
sanciones (art. 28) y los ,plazos de prescripción (art. 29).
Al respecto, ,cita la doctrina de este Tribunal (SSTC
87/ 1985, 102/ 1985. 48/ 1988. . 186/ 1988 Y
227/1988) en la que se ha declarado, de un lado. que
las ComUnidades Autónomas pueden adoptar' una nor­
mativa sancionadora de'carácter adniinistrativ~cuando
posean competencia en la materia de. que se trate y
sus. disposiciones «no introduzcan divergencias irrazo­
nables y desproporcionadas al fin perseguido respecto
del régimen júrídico aplicable en otras· partes del terri­
torio» nacional; y de otro lado. que tienen carácter básico
la determinación de los tipos generales del ilícito admi­
nistrativo. los criteÍ"ios paraTa c1asifi~ciól1 de su gra­
vedad y los límites máximos y mínimos de las-sanciones
(STC 227/1988).-

2. La Sección Cuarta t'de este Tribunal. por provi­
dencia de 13 de noviembre de 1989. acordó: 1.°) Admitir
a trámite el .recurso de inconstit\,Jcionalidad promovido
por el Presidente del Gobierno contra los_ mencionados,
preceptos de la Ley vasca 5/1989, de 6 de julio; 2.°)

"
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Dar traslado de la demanda y documentos presentados
al Congreso de Iqs Diputados y al Senado, así como
al Gobierno y al Partamento Vascos, para que en el plazo
de·quince días pudieran p~rsonarse ,en el procedimiento
y formular las alegaciones que estimen procedentes; 3.°)
Comunicar a los Presidentes de las referidas instituciones
autonómica's la suspensión de la vigencia y aplicación
de los preceptos recurridos de la Ley vasca impugnada,
5/1989, de 6 de julio, desde la fecha de su impugnación;
según dispone el arto 30 LOTC,y 4.°) Publicar la incoación
del recurso y la suspensión acordada, para general cono­
cif!liento, en los «Boletines Oficiales del Estado ~y del
País Vasco».

3. El Presídente del Congreso de los Diputados,
medjante escrito registrado en este Tribunal eL27 de
noviembre de 1989, comunicó que la Cámara había acor­
dado no personarse en el procedimiento. ni formular ale­
gacione,s. En cambio, el Presidente del Senado, por escri- /
to registrado en este Tribunal el1 de diciembre de 1989,
solicitó que se tuviera por personada a la Cámara y por
ofrecida su colaboración a los efectos del art.. 88.1 LOTC.
El Letrado del Parlamento Vascó don Eduardo Mancisidor
Artaraz compareció en representación de dicha Institu­
ción mediante escrito: registrado en este Tribunal el 24

. de noviembre de 1989 y la Sección Cuarta, por pro­
videncia de 27 de noviembre de 1989., acordó tenerle
.por personado y parte~,enrepresentación del Parlamento
Vasco, así como conceéJerle la prórroga de ocho días
de plazo para formular alegaciones que había solicitado.

4. .' Por escrito registrado en este Tribunal el 13 de
diciembre de 1989, el letrado don Miguel Legarda Uriar­
te ~e p'ersonó- en· elprocedimientQ en representación
del Gobierno Vasco y' formuló ale.gaciones, en ·Iéts que .
se concluía con la soticitud de que se desestimase en
su .totalidad el presente recurso y se declarase' la' con­
formidad con el bloque_ de la constitucionalidad de los
preceptos impugnados de la Ley·5/1989, de 6 de julio;
del Parlamento Vasco. . . .

A) Con caráctet general, se s.ostiene que en atención
al contenido yfinalid.ad de la 1ey vasca recurrida resulta
po~o discutible que el título competencial preferente en
el cual ha deencua.drarse sea el deprotección del medio
ambiente; calificación material que es concordante con­
la doctrina de este Tribunal (S$TC 64/1982 y
170/1989). Yen este ámbito no es dudoso que el Estado

. .ostenta una competencia. exclusiva para 'dictar la legis­
lación básica y la .Comunidad Autónoma del P.aLs Vasco
una competencia.' d~ desarrollo .Iegisfativo y ejecución
dentro de su territorio de esa legislación bá.sica. . '

Ahora bien, él representante .del Gobiernó Vasco
rllanifiesta que al hilo deja citada STC '170/1989 cabe
cue~tionar el alcanc(:J' de' la expresión (das facultades de
Ias'Com\,mida'des'A4tónomas de establecer :normas adi­
cial1ales de protección» por referencia al «quant.um com­
petencial». de la CQrpunidadAutónomél del País .Vasco.
y tras citar una parte del fundamento jurídico 2.° de
la mencionada decisión, se sostienequ,e ,dentro de los
parámetros. señalados cabe situar a' la' Ley ,estatal
4/1.989, de 27 de marzo"de ConservaciÓn de los Espa­
cios Naturales y de fa Flora y Fauna Silvest~es,que arti-

.' coja las baseses~atales en. materia medi081llbientaly
la Ley vasca 5/1989, de 6 de Julio, ,que articulalás
genéricas' cQffipetencias legislativas y ejecutivas que el
arto 11.1a) E.A.P.y. atribuye en materi,amedioambiental
y ecológica a esta Comunidad Autónoma.

B) Entrando en el examen de las alegaciones con­
tenidas en el recurSo, en lo que respecta a Ja impug­
nación de losarts. 23.2b) y 23.2 e) de la ley vasca
5/1989, de 6 de julio" el representante del Gobierno
Vasco, de un I~do, expone que la declaracióndeincons-

titucionalidad solicitada de contrario no puede apoyarse
en lodecl~)fa~o 'p~r este Tribunal en la STC 170/1989,
fundamento Jundlco 6.°, que se transcribe. Pues a la
luz de esta doctrina cabe colegir que la Ley impugnada
no ha establecido régimenjuridico alguno de los dere­
chos reales de tanteo y retracto, sino'que únicamente
ha reconocido en favor de la Administración vasca una
facultad que la ·legislación básica, del Estado en su
arto 10.3 había habilitado.

De otro lado y en lo. que respecta a la divergencia
en los plazos con Ja legislación estatal, se señala que
este Tribunal ha declarado la constitucionalidad del arto
3.2 de la Ley 1/1985, de 23 de ~,nero, del Parque Regio~
nal del Alto Manzanares aun cuando en la misma se
establecía un derecho de tanteo que debía ,ejercerse den­
tr.o .del plazo de tres meses y_ un derecho de retractó
a ejercer dentro del plazo de .seis meses; plazos éstos
que SRn distintos de los de tres meses y un año, res­
pectivamente, establecidos en el art. 10.3 L.C.E.N. y la
razón de ello es que el Tribunal ha entendido con buen
criterio que los plazos de esas instituci.ones no integran
el «Derecho civil de.1 régimeñ jurídico de las instituciones
citadas», sino que se incardinan en el'ámbito del desarro­
110 legislativo en materiaadmil)istrativa medioambientaL
De manera que, siendo idénticos los supuestos de la
Ley de. la 'Comunidad Autónoma de Madrid y de la Ley

, vasc~ Impugna~a en punto a plazos, ha de aplicarse
la mlsmadoctnna y, por tanto, reconocer la constitu­
cionalidad de los plazos establecidos en ,la segunda,
como·se ha hecho respecto a la¡primera. .

C), Finalmente, respecto ala impugnación de ·Ios
arts..27,'28:4 y 29.1, relativos a infracciones y sanciones
admlOlstratlvas, el representante del Gobierno VéfSCO ha
alegado que .para enjuiciar la constitucionalidad "de
dichos J?receptoses preciso interpretar conjuntamente
la doctrina de este Tribunal tanto sobre la materia san­
cionadora como respecto a la facultad sobre la que aque­
lIa· se p.r0yecta en el presente supuesto, esto es, la' com­
petencia autonómica en materia medioambientaL Y tras
citar lo declarado en las SSTC 87/1985 y 227/1988,
fundamentos jurídicos 6.° y 29, respectivamente, a la
luz de esta jurisprudencia se concluye que por la propia
natural·eza de las, normas de protección del medio
ambiente, la legislación básica del· Estado, tanto sustan'"
t~v~. como.sancionadora, no cumple una función de 'uni­
formidad relativa sino de mínimos qUe han de respetarse.
Y,enconseeuencia, el ámbito de 'Ia modulaCión dela's
infracciones y, sanciones que compete .a la Comunidad
Autónoma del País Vasco en materia medioambiental
puede ,completar, o reforzar los niveles de protección
pr~vistosen la legislación básica, siempre que esas medi­
~as .. autonÓmicas sean compatibles y no contradigan,
Ignoren, reduzcan o limiten la protección establecida en
la,legislación básica del Estado.

'Enla Ley vasca 511989, de6de julio, la única modi­
ficación respecto a ·Ia legislación -estatal que se recurre
versa sobre. la no previsión dé las sanciones·«·menos
graves)). Pero en .materia .medioambiental tal opción es
peñectamente legítima cuandonó se desconozca o limi­
te la protección establecida por la legislación básica del
Estado. Y ello es lo-queaqui ocurre, pues la legislación
autonómica ~efuerza los niveles de protección previstos
en I~ n.ormatlva estatal, como queda patente si se obser­
vaque I.as sanciones menos graves (sancionadas con
multa.de 100.001 a 1.000.000 de pesetas y eón un
ptazo:de presc;;ripción de seis meses) junto con las graves
(sancionadas con multa de 1.000.001 a 10.000.000
de pesetas y con un plazo de prescripción de un año),
ambas de la Ley estatal, han sido refundidas en la única
categoría de «graves)) de la Ley vasca, que las sanciona
con multa de 2.50.001 a 15.000.000 de pesetas y esta-



BOE núm. 284. Suplemento Martes 28 noviembre 1995 21

blece un plazo de prescripción de cinco' años. Por lo
que ha de Goncluirse que, no cumpliendo la normativa
estatal una fúnción de uniformidad sino de ordenación
mediante mínimos, cualquier estándar de protección
autonómico más elevado no entra sólo por eso en con­
tradicéión con la nor'mativa básica estatal, ,como ha
declarado este Tribunal; y si el nivel de protección auto­
nómico no limita ni deséonoce la protección establecida
por los mínimos estatales, nada cabe reprochar. a los
preceptos aquí impugnados. -

5. El representante del Parlamento Vasco, formulÓ
alegaciones mediante escrito registrado en este Tribunal
el 14 de diciembre de 1989. En esencia, las razones
que justifican su soficitud de que se desestime el recurso'
y se declare que los ,artículos impugnados son conformes
con la Constitución, son las siguientes. I

A) Con caráctergenerat el representante del Par­
lamento Vasco no cuestiona el título competencial, ale­
gado por \la parte recurrente, considerando que la Ley
5/1989, de 6de julio. por su contenido yJinalidad, se
encuadra en elá'mbito de la protección del medio
ambiente y, por tanto, son losarts.· 149. 1.23 'C.E.
y 11 a) E.A.P.V.,junto a la Ley 4/1989,'de 27 de marzo
(Le.E.N.), los que aportan la medida para ,enjuiciar la
constitucionalidad de la mencionada Ley vasca. Respec­
to a dicho título competencial, con base _en la jurispru­
dencia de este Tribunal (SSTC 64/1982 y 170/1989)
se afirma seguidamente que, -si bien al 'Estado corres­
ponde la",«política globab) en materia de protección
medioambiental, las Comunidades Autónomas con com­
petencia en esta materia pueden' establecer un plus de
protección. Lo que es coñgruente con las exigencias de
la política mediqambiental, pues una vez establecido su
marco global, cáda espacio natural concreto exige un
régimen jurídico particular que se adapte a suscircuns­
tancias propias, pues aunque todos necesitan protección,
no todos requieren la misma proteccióh' ni en la calidad
ni en la intensidad de las medidas protectoras. A lo que

. se agrega, para acabar de perfilar el alcance de lacom­
petencia autonómica enes~a materia, que las Comu­
nidades Autónomas no sólo pueden acogerse a las cua­
tro categorías de espacios protegidos del art.12 L.C.E.~,

sino tambi'éncrear otras fi'g-uras.distintas, cOn sus corres-'
pondientes medidas de protección, siempre que con­
serven una cierta uniformidad con' las aHí previstas; y
ello conlleva, lógicamente, la singularidad de I~s medidas
de' protección que han de establecerse por las Comu:"
nidades Autóf'omas. En la Ley 5/1989, de 6 de julio,
eJ legislador,vasco no se b'i acogido a ninguna de las
figuras previstas en el art. 12 L.C.E.N. sino que al amparo
de su arto 21.2 ha creado \.Ina ,'nueva, la'«Resetva de
la Biosfera»,en atención al espacio natural qua integran
el .valle y el estuario de la ría de Urdaibaiy a. sus aspEr
ciales características, derivadas de '105 asentamientos
hum~nos allf existentes,como se recoge en la Exposición
de Motivos de la Ley vas(¡:a. Dicha figura, se agrega por
el representante def Parlamento Vasco, guarda «cierta
uniformidad)) con las previstas' en la L.C.E.N. y buena
prueba' dt;l ello es Que, sólo se discuti.m dos aspectos
menores de la Ley vasca'

B) En cuanto alos ,plazos previStos en el arto 23.2
b) y c) de la ley impugnada, el representante del Par­
lamento Vasco expone. que de los dos argumentos esgri­
midos por la parte recurrente es preciso comenzar por
el segundo" ya que m~diante la invocación del art.
149.1.1 e.E. se pretende introducir en el canon para
enjuiciar la eonstitucionalidadtin ,nuevo título compe- \
tencial' autónomo y dist¡nto de' inicialmente invocado
y ampliar así las competencias del Estado en el ámbito
de la protección medioambiental. Ahora bien. es indu-

dable que el título del arto 149.1.23 C.E. es el específico
y prefer~.nte; mientras que ~I invocado no puede servir
para vaciar las competenciás legislativas atribuidas a las
Comunidades Autónomas, como ha declarado reitera­
damente este Tribunal, y sólo' puede operar, en todo
caso, como criterio interpretativo del alcance de la legis­
lación básica. Y es de observar que de aceptarse la tesis
de la parte recurrente resultaría, de un lado, que, por
entrañar n/ecesariamente la legislación protectora del
medio ambiente 'ciertas limitaciones Sobre la propiedad,
la competencia autonómica de desarrollo legislativo e.n

, esta materia quedaría simplemente negada. De otro lado,
no cabe admitir, como pretende el Abogado del Estado,
que exista un único y uniformé estatuto jurídico de la
propiedad inmobiliaria que se conecta con el arto 149. 1.1
C.E., pues las limitáciones al dominio no pueden ser con­
sideradas en abstracto sino que deben ser anali2:adas
en cada caso, en atención á su función social. Por lo .
que corresponde a la Comunidad Autónoma del País
Vasco, cuya 'competencia para proteger el espacio de
la cuenca de Urdaibai es indiscutible, establecer las limi­
taciones y deberes inherentesalafunción; social de ia
propjedad en ,dicho ámbito territorial.

Reconduddo así el debate al cauce del arto 149.1.23
C.E., el punto crucial no es si los plazos son o no un
eler:nentoesencial para la configuración de los derechos
de tanteo y retracto, sino el detern'linar si la disparidad
de plazos -entre I,a Ley vasca ylaL.C.E.N. disminuye nota­
ble e injustificadamente la efectividad de la medida pro­
tectora. Para lo que ha, de tenerse en cuenta que el
art. 10.3 L.C.E.N: configura los derechos de tanteo y
retracto con carácter genérico para 'las cuatro figuras
de espacios naturales protegidós previstas en su arto 12;
y no toma en consideración las' posibles. modulaciones
que pueden establecerse dentro de un ,mismo espacio
natural en' atención a las distintas zonas del mismo. Lo
que es precisamente, el caso en la 'Ley vasca'sobre pro-

.tección y ordenación de la" Reserva de la Biosfera de
Urdaibai, ya que el tanteo. y retracto no' están· previstos
con caráctéf geneJal para todo el ámbito de este espacio
natural sino sólo para <e1os terrenos ubicados en las áreas
de especial protección»), así como para aquellos que se
determinen en el Plan Rector de Uso y Gestión, precepto
éste que no ha sido recurrido en este punto. Y no cabe
olvidar qUe nos encontramos.ante una figura de espacio
natural protegido que es dístinta de las previstas en !a
L.C,E.N., por la existencia de núcleos de población impor­
tantes, como G~rnika y Bermeo, con· usos e industrias
anejas, así como por utilizarse para el turismo y como
lugar de segunda residencia. lo que explica y justifica
eneste casoconcreto la reducción operada en los plazos.
modulando el régim,en general, puessi éstos introducen
un fact~r de precariedad e inseguridad en el, tráfico jUrí­
dico: uoos plazos más amplios serán más tolerables allí
donde existen pocos propietarios, como en los parques,
pero sería insoportable en la cuenca de Urdaibai, tanto
por el volumen de los afectados 'como por la- intensidad
del tráfico jurídico. A lo que se' agrega, de un tado, que
los plazos, establecidos por ra Ley \lasca son razonables
y suficientes para garantizar la finalidad protectora. al
establecerse la exigencia de notificación fehaciente por
parte der tra'nsmitente y ,contarse, cenia, colaboración
ele Notarios y Registradores; y de otro lado, que la efi..
catia protectora no se ve disminuida pues si se acortan
los p'azos etto se compensa con ta intervención esca­
lonada de tres Administraciones públicas para el ejercicio
de las facultades de tanteo y retracto.

C) Por último, la impugnación de los arts. 27, 28.4
y 29. 1 de la Le,! 5/1989. de 6 de julio, obedece a una
misma causa: ,la imprevisión de las infracciones «menos
graves», previstas en la legislación estatal. Ahora bien.



22 Martes 28 noviembre 1995 80E 'núm. 284. Suplemento

si se examir;¡a con cierto detalle el régimen sancionador­
de los arts. 38y 39 l.C.E.N. puede observarse que las
cuatro clases de infracciones aUf establecidas sólo tienen
un caracter format, pues carecen d& todo contenido pre­
determinado, y sólo se diferencian por la cuantía de las
multas. Lo que impide aceptar el motivo de impugnaci9n
alegado' ya que la diferencia e'ntre el réQimen jurídico
sancionador de la LC.E.N. y de la Ley vasca se resuelve
en una mera,discrepancia semántica, sin trascendencia
material alguna ni afectación de la igualdad de derechos
reconocida por el arto 149.1.1 e.E.

De otra parte, si se considera la jurisprudencia de
. este Tribunal sobre la competencia sancionadora de las

Comunidades Autónomas (SSTC 87/1985, 102/1985,
137/1986, 48/1988 Y 227/1988, entre otras) es claro
que tiene carácter -básico, en lo que aquí importa, los
límites mínimos y máximos de las ~andones~ Pero la
supresión de las infracciones «menos graves» comosim­
pie nomen iuris que ha llevado a cabo la Ley vasca, es
consecuencia de haber variado los límites máximos y
mínimos de las sanciones correspondientes, respectiva­
mente, alas infracciones leves y graves; pues el límite
súperior de las infracciones leves se hai~rementado
de 100.000 a 250.000 pesetas de multa 'y las graves
han reducido sulímiteiDferior de ,1.000.001 a ·250.001
pesetas de multa, lo que ha entrañado ·Ia exclusión de
las infracciones, «menos· graves». Dada la concepción

, formal del sistema de infracciones de la LC.E.N., con
esta modificación no queda afectado el arto 149:1.1 C.E.
como se ha dicho., Y está justificada por el plus de pro­
tección que' introduce, dentro del respeto, 8..la legislación
estatal básica, así como POrl~ singularidad del régimen
jurídico de' esta'Rar~icular figura de espacio natural ,pro­
tegido que ésla Reservade I,aBiosfera. Siéndo de señalar,.
en lo que respecta a los~plazos de prescripción' de las
infracciones, que la Ley vasca ha procedido a elevar
el nivel de protección ampliando dichos plaz.os;'y en
el púntoque aquí se suscita respecto a las infracciones
~<,menos graves», que' el plazo de" prescripción de seis
meses queda salvaguar,dado 'en todo caso, pues es el
previsto para ,las infracciones «leves» en la ley vasca,
ves superiora la norma estatal el previsto para las
<,~graves». . . ,

6. Por providencia de 6 de marzo de 19901a5ee­
ción' Cuarta de este Tribunal acordó: de ," conformidad
con el arto 161.2 LOTC, oír a las partes personadas para
que en el plazo común de cinco días aleguen lo' que
estimen conveniente acerca del mantenimiento o levan­
tamiento de la suspensión de los preceptos impugnados..

Dentro de dicho plazo, el AbOgado del ,Estado,
mediante escrito presentado en este Tribunal el 14 de
,marzo de1 990 solicitó el mantenimiento de la suspen­
sión. En cambio el, representante del Gobierno Vasco,
por escrito registrado en este Tribunal el mismo día,
1'4 de marzo, solicitó 'el levantamiento de la suspensión,
al igual que 'hizo el representante del Parlamento Vasco

, mediante escrito presentado en este Tribunal el siguiente
dfa( 15 de marzo_ de 1990. El Pleno del Tribunal, por
Auto de 29 de marzo de 1990, acordó levantar la sus­
pensión de los preceptos de la Ley 5/1989, de 6 de'
julio, impugnados en el presente recurso.

7. Por providencia de 24 de octubre de 1995 se
'señaló para deliberación y votación de la presente Sen­
tanela el día 26 del mismo mes y añ~.

11. fundamentos jurídicos,

1. Se impugnan en el presente recu'rso de ¡ncons­
titucionalidad losarts. 23.2 b), en cuapto a! inciso «sa­
senta días naturales»; 23.2 c), párrafo~ 2.°, inciso «seis
'mesesu; 27 por imprevisión de infracciones menos gra-

ves; 28.4 por imprevisión de sanciones para ,las infrae-'
ciones menos graves, de la Ley del Parlamento Vasco
5/1989, de 6 de julio, de'Protección y Ordenación de
la Reserva de la Biosfara de Urdaibai, por considerar
quena respetan el orden constitucional de competencias
y,·enconcreto, por considerarlos contrarios a' losarts.
10.3 Y 39~ de la' Ley 4j1989, de 27 de marzo, de Con­
servación de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna
Silvestres (L.C.E.N.), que según su Disposición adiCional
quinta tienen carácter básico. El primero de los preceptos
impugnados -elart. 23.2 apartados b) y c)- modifica
los plazos que para el ejercicio de los derechos de tanteo
y retracto establece el arto 10.3 de la Ley estatal; el.
arto 27, modifica la .escala de sanciones, prevista 'en el
arto 39 de dicha Ley Y, por su conexión con ,el arto ,27,
se impugnan los arts, 28.4 y29.1 de la L~y autonómica.

2. Antes de abordar el examen de dichos preceptos
convielle recordar que la meneionada Ley se dicta al
amparo de lo dispuesto en. 10,5 arts.1 0.31 y 11.1 a)
del Estatuto de Autonomía para el País \lasco (E.A.P.V.)
y con la finalidad de establecer «un" régimen jurídico
especial para la Reserva de la Biosferade Urdaibai, con
~I fin de proteger la integt'idad y potenciar I~ recupe­
ración de la gea, flora, fauna" paisaje, aguas y atmósfera
y, en definitiva,'deJconjunto ct~:su$ecosistemasen razón
de su interés natural,ci$ntífico,., educativo, cultural,
recreativo y' socioeconómico» (art.1). Pues como se afir­
m~ en.su Exposición de Motivos ~(el valle vestuario de
la ría de Urdaibai éonstituyeunespacio natural muy
valioso por la, diversidad yQriginalidadd~ los recursos
natural~s» yen, 1984 la zona fue de,signada por la
U.N.E.S.C.O.como<eReserva de la Biosfera»:, , ',,' '

Por consiguiente, son laS g~culiaridacJes, dé esta ?:ona
-a las que se alude ,tliml;>.,i~n·~o ,la:J;xposici6n de,Moti­
vos--: las que han llevado.al Partamento Vasco.a no aco­
gerse a ningunsde las figuraspr,evhitas,'en élart. 12
Le.E.N. -parques, reserVas naturales,mol'lumentos
naturales. y paisajes prot~gidos--:, sino que,"de acuerdo
con lo dispuesto en el arto 21.2 de esa misma Ley,' se
ha optado por la creación de una nueva figura, la ReselVa
de la. Biosfera. Lo que; en opinión del Letrado del Par­
lamento Vasco, habrá de, tener sus efectos en cuanto
al régimen jurídico previsto.

3~ Todas las paries intervinienteseneste proceso
.están de acuerdo en la determinación de la materia afee­
tada, la, protección del medio ,'ambiente; 'así como en
10s 'títulos competenciales en conflicto, los previstos en
los arts. 149.1.2.3 C.E.· y11.1 E.A.P.V.,sibien, y como
,más adelante se verá, el Abogado del Estado' invoca
también con carácter subsidiario el art.. 149.1.r e.E. No
se discute, por tanto, la competenqia del Estado para
dietar legislación' -básica para la protección del medio
ambiente ni la de la Comunidad Autónoma vasca para
aprobar normas adicionales dé protección. Las discra-'
panC,ias se producen a la hora de determinar si los 'pra-

. ceptos 'impugnados han infringido o no la legislación
básica aprobada por el Estado y, con ello, el orden com­
petencial. Estamos, por tanto, ante un supuesto en el
que «la inconstitucionalidad que se denunci.a, de llegarse
a apreciar, dimanará de la infracción por. la Ley auto­
nómica del orden constitucional de distribución de com­
'petencias, si bien esa infracción.será mediata o indirecta,
por cuanto la mediación de la ley dictada en ejercicib
de la competencia que .sobre 'las bases de la materia
corresponde al Estado (...) permite mantener que la nor~ ,
ma autonómica que contradice la Ley básica ~aterial

y formal- invade el ánlbito de la competencia estatal,
mcurriendo -por ello en un vicio de incompetencia vul­
'narador del referido orden constitucional de distribución
de competencias)) (STC 60/1993, fundamento jurídi­
co 1~o).
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. Los preceptos que se proponen por el Abogado del
Estado como parámetro desde el que examinar la cons­
titucionalidad de los. impugnados han sido. calificados
formalmente como básicos por el legislador estatal que,
en la Disposición adicional quinta de.la Le.E.N., declaró

.como normas básicas, a los efectos de lo previsto. en
el arto 149.1.23 e.E. los arts. 1, 2, 4, 5, 6. 8 al 19,
21 al 31, 33 al 41. Disposiciones adicionales-primera,
segunda, cuarta, quinta y Disposición transitoria segun­
da. En la STC 102/1995, se ha reconocido genérica­
mente el carácter básico de los arts. 10 Y 39 de la Ley,
aunque ,es preciso poner ya de relieve que no se ha
realizado un pronunciamiento, concreto sobre Jos incisos
ahora relevantes por no haber sido impugnados por nin-
guno de los recurr~ntes. .' .'

No obstante, se .da la circunstancia d~ que en los
extremos relevantes para el presente recurso el carácter
básico de tales preceptos no fue cuestionado por la
Comunidad Autónoma vasca en el recurso de·' incons­
titucionalidad interpuesto por su Gobierno contra la men­
cionada Ley; y la falta de impugnación .en su momento
de carácter básico de los preceptos ha llevado al Abo­
gado del Estado a sostener que en defensa de la' 'cons­
titucionalidad de la norma autonómica impugnada no
puede aducirse la itíconstitucionalidadde la propianor­
ma básica. cuando ya han transcurrido los plazos para _
su impugnación, por ser ésta una exigencia del principio
de lealtad que informa el funcionamiento de nue'stro Esta­
do compuesto (STC 96/1986; fundamento jurídiccr3.0).
Pero esta afirmación debe ser matizada, pues si .bien
es cierto que el ref~rido principio de lealtaddebiera Uevar
a que las Comunidades Autónomas impugnaran en lo~ '"
plazos habilitados.para eUoaquellas normas declaradas,
básicas por el Estado y que, según su 'criterio: no reúnan
,dicha condiGiónya procurar que nadie se beneficie de
sus propias omisiones, no lo es. menos que este Tribunal
estará obligado' aexaminar'el ,carácter básiCO, de, 'una
norma e$tatal cuando, sea requerido para ello '4;H) •• otro
proceso yasf lo exija la delimitación del orden cons­
titucional de competencias.

El Tribunal debe,- por tanto, partir de la calificación
hecha por el legislador estatal, pero dicha calificación
no le vincula de forma absoluta, ni siquiera cuando en
su momento no fue impugnada por quienes tienenlegi-.
timación para eno, pues al Tribunal le correspOnde deter­
minar, como intérprete supremo de la.Constitución, y
de las normas que junto a ella delimitan las competencias
entre el Estado y las Comunidades Autónomas, cuándo
un precepto tiene carácter básico. Como hemos señalado
en !anteriores ocasiones eSTe 145/1988, por ei~mplo),

,el legislador estatal goza de un amplio margen de libertad
para la determináción de qué debe considerarse básico,
pero este' Tribunal tiene la -última palabra al respecto.
A esta conclusión conduce.«el,carácter indisponible .de '
las' competencia's constitucionales, cuya distribución
entre el Estado V las Comunidades Autónomas responde
a la forma de organización territorial. del Estado con­
figurada por la Constitución y que no puede verse. alte­
rada por la pasividad temporal de cualquiera de los entes
interesados, frente al indebido ejercicIo de' sus compe­
tencias por parte del otro)) (SSTC 26/1982, fundamento
jurídico 1.°, y 39/1982, fundamento jurídico 3.°) y la
necesidad de evitar que normas aprobadas con infrac­
ción del bloque de constitucionalidad y no impugnadas
en su momento adquieran una validez (o, como en este
caso, un ,carácter básico) de la que ex Constitutione care­
cen. Como recientemente hemos tenido ocasión de
recordar, comprobar si .Ia calificación de lo básico rea­
lizada por el legislador ha sido correcta es función pri­
vativa de este Tribunal y debe ser realizadá caso por
caso. sin posibilidad de crear apriorísticamente una teoría
que prevea todos los supuestos futuros ni anticipar crj-

terios abstractos no contrastados con la realidad tópica
.(STC 102/1995, fundamento jurídico 9.°). "

En último extremo, sólo ,es posible declarar la incons­
titucionalidad de una Ley cuando vulnera el orden'cons­
titucional de competéncias' y en el'~aso de las teyes
que desarrollan legislsciónbásica. de,lEstado tal vulne-

~ ración sólo se produce cuando la propia Ley básica es
respetuosa' con dicho orden. En otro caso, la Leyauto­
nómica, aun sien,do contraria a preceptos. formalmente
declarados básicos por el Estado, podría ser perfecta­
mente respetuosa del bloque de constitucionalidad, no
procediendo entonces s~ .declaración de nulidad. Por
otra parte, cuando por'el legislador estatal se declaran'
como básicos, como ocurre en el p~esentecaso, una
multiplicidad de 'preceptos enteros, muchos de los cuales
tienen, a su vez, un contenido muy heterogéneo, no cabe
duda de que este Tribunal puede, en su fUnción inter- I

,pretadora, deslindar los !lspectos de ~osniismos que tie­
nen efectivamente carácter básico de aquellos otros que
no lo tienen.

, .
4. Como antes -Se ha señalado, los tftúlos comp&

tendales relevantes para este caso son el ano 149.1.23
C.E. y el art. 11.1 a) del E.A.P.V. Según el primero de
ellos, el· Estado tiene competencia exclusiva para dictar
<tlegislación básica sobre protección del,medio ambiente,
$inperjUicio, de las facultades de las Comunidades Aut6-

... nomas de establecer normas adicionales de protección)).
'El $egundo dispone 'que es de competencia del Pafs Vas­
co~1 desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación "­
bá~ica del Estado en la materia de .. medio ambiente y
ecología. Este Tribunal ha tenido ocasión de pronunciar-:­
se .en 'diversas ocasiones -y' muy especialmente en la
STC 102/1995- sobre el alcance de las competencias
legislativasestata,les .y autonómicas '.en .... 10 .referente .a
la protección midioambiental.'En un primer acercamien­
tQal.problema la slC 64/198:2 afirmó que al 'Estado
le corresponde, de acuerdo con .Ia. tendencia general
act,..af,fijarlas normas «que impongan unencuadramien­
to de una política global enmatería de medio ambiente,
dado el alcélnce no ya nacional. sino internácional que
tiene la regulación de esta materia ~ícomQ la exigencia
de ~a indispensable solidaridad colectiva a que se refiere
el arto 45.2)), Pero «se atribuye también a las Comu­
nidades Autónomas una competencia propia ,no sólo de
ejecución sino de "desarrollo legislativo" de la legislación
básica, y la de imponer "medida~ adicionales de pro­
tección~;todolo cual supone quedentro.del marcQ de
Ja polftica ·globar del medio ambiente y de respeto a!

.principio de solidaridad son, constitucionalmente' posi­
bles una diversidad de regulaciones)) (fundamento jurf­

. dico 4~0).

Posteriormente, la STC 170/1989 dio un paso más
en la .delimitación de las facultades reservadas al Estado
por el arte 149.1.23 e.E.. afirmando ql!gen esta materia
<da legislación básica posee la característica técnica de
normas mínimas de protección que permiten "normas
adiciónales" <:> un plus de proteccióri. Es decir, la iegis­
lación básfca no cumple en este caso una función de
uniformidad relativa, sino más bien de ordenación
mediante ,mínimos que han de respetarse en todo caso,
pero,que pueden permitir que cada una de las Comu­
nidades Autónomas con conlpetencia en la materia, esta­
blezcan niveles de protección más altos que no entrarían
por sólo eso en contradicción con la normativa básica
del Estado)). Por tanto, las Comunidades Autónomas
«pueden también complementar o reforzar IQs n:veles
de proteccióf). previstos en esa legislación básica, siern­
preque esas medidas legales autonómicas sean com-.
patíbles, no contradigan, ignoren, reduzcan o limiten la
protección establecida eh la ~egisJación básica del Esta­
do» (fundamento jurídico 2.°). Si bien e"n la STC
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149/1-991 se afirmó que «én rnateria de medio ambi,ente
el deber estatal de dejar un margen de desarrollo al
legislador de la legislación básica por la normativa auto­
námica es menor que en -otros ánlbitos y que, en con­
secuencia, no cabe afirmar la inconstitucionalidad de .
las normas estatales aduciendo que. por el detall,e con
el que están concebidas, no permiten desarrollo nor­
mativo alguno)) (fundamento jurídico 1.°).

Sin embargo, en la reciente STC 102/1995 nos
hemos apartado de forma expresa de esta doctrina de
la src 149/1991, señalando que el Estado, al establecer
la legislación básica, «no puede llegar (...) a tal grado
de detalle que no permita desarrollo legislativo alguno
de las Comunidades Autónomas con competencia en
materia de medio ambiente, vaciándolas así de, conte­
nido)) (fundamentojurídico 8.°). Enlazando de nuevo con
la doctrina de la src- 170/1989, hemos afirmado que
lo básico «cumple más bien una función de ordenación
mediante mínimos que han de respetarse en todo caso,
pero que pueden permitir que las Comunidades Autó­
nomas con competencia en la mat~ria establezcan nive­
les de protección más altos (..•). Lo básico tiene aquí
simultáneamente carácter mínimo, como patrón indis­
pensable para la protecdón del ,medio ambiente. fuera
de cuyo núcleo entran en juego las normas que lo com­
plementan y.lo desarrollan, con la ejecución. sin fisura
alguna de ese entero grupo normativo. 'Se trata pues,
de una estratificación de la materia por niveles, donde
el estatal ha de ser' suficiente y homogéneo, pero mejo­
rabie' por así decirlo para adaptarlo a las circunstan­
cias de cada ,Comunidad Autónoma))'(fundamento.jurí­
~ico 9.°).

'5.,AIa-luz de la doctrina expuestadebemose1<a­
minar 10$ concretos problemas que...se suscitan en el
presente recurso. Se 'impugnan, en primer lugar, las letras
b) y c) del apartado 2.° del art.23 de fa Ley, vasca.
Este artículo establece unos derechos de tanteo y retrac­
to en todas las transmisiones onerosas de bienes y dere­
chos relativos a los terrenos ubicados,' en determinadas
zonas, de la Reserva, que podrán ser ejercidos, por aste
orden, por la Administración, de la Comunidad, Autón~
mapor la Diputación Foral de Bizkaia o' por ,los Ayun­
tamientos afectados. Hasta aquí el precepto se hace eco
de lo dispuesto en elart. 10.3 LC.E.N. según el cual
(da declaración de un. espaciocomoprot~gido lleva apa-

, rejada (...) la facultad de la Administración competente
para el ejercicio de los dé'rechos de tanteo y retracto.
en las transmisiones onerosas intervivos de terrenos
situados en el interior del mismo)). Siner:nbargo.la Ley',
vasca estabtecé'paraelejercicio de los derechos de tan~

teo y retracto unos plazos de sesenta días naturales [arto ~

23.2b)]y de seis-meses [arto 23.2 c)), respectivamente,
mientras que en el art 10.3 de la Ley estatal los plazos
son de tres meses y un año'.

Para el Abogado del Estado esta éilterélción de los
plazos, supone una violación de la legisfaciónbásica del
Estado y, por tanto. y' aunque de manera' indirecta, de
los, núms. 1 y 23 deJar.t. 149. t, C.E.' Del segundo de
ellos; porque el plazo de ejercicio es.un elamento esencial
en ta configuración de los derechos de adquisición pre­
ferente, del que por o1raparte depe~ en buena medida
la efectividad de este mecanismo de protección; de aquí
su carácter básico. Del primero, porque el tanteo y el
retracto legal son" limitaciones der dominio que perte­
necen a lo que se Pllede denominar como «estatuto

'jurídico de la propi'edad inmobHi~uia))y la Ley vasca, al
modificar los plazos de ejercicio de esos derechos. incide
en el referido estatuto y crea un f)rivitegio injustificado
e irrazonable que beneficia a los propi,etarios de terrenos
situados en el interior,de la zona protegida. con 'lo que
se alteran las condiciones bás~cas que garantizan la igual~

dad de todos los españoles en cuanto a los límites que
deban sufrir en sus derechos patrimoniales para defender
y restaurar el medio ambiente. i '

En relacíón /precisamente con el derecho ala pro­
piedad que reconoce el arto 33 C.E.. hemos señalado
que el títljlo del arto 149.1.1C.E. no habilita para esta­
blecer una regulación uniforme de la propiedad privada
y su función social, ni esa pretendida uniformidad puede
servir de pretexto para anular las competencias le,gis­
lativas que las Comunidades Autónomas tienen sobre
todas aquellas materias en las que entre en 'juego la
propiedad (STC 37/1987. fundamento jurídico 9.°). Al
Estado ,le corresponde ciertamente establecer la regu­
lación del contenido básico y primario del derecho' de
propiedad,' en la medida eh que afecte a'las condiciones
básicas de su ejerciCio, pero, el referido título compe­
tencial no habilita por sí mismo ,para que el Estado,pueda
regular cualquier circunstancia que, de, forma más o
m~nos directa. pueda incidir sobre la igualdad en el ejer­
cicio del derecho. El propio tenor literal del precepto
deja claro que la igualdad que se, persigue no es la iden­
tidad de las situaciones jurídicas de todos los ciudadanos
en cualquier zona, del territorío nacional '(lo que por otra
parte sería incompatible, con ,la opción por un Estado
territorialmente descentralizado), sino la que queda

, garantizada con el establecimiento de' unas condiciones
básicas, que. por tanto. esfabl'ecen un mínimo común
denominador y'cuya regulacipn, ésta sí. es competencia
del, Estado. ' ,

En el presente caso•. es evidente que ,la fijación de
unos determinádos plazos' para el ejercicio de unos con­
cretos derechos de tant"o y retracto en unas zonas muy
concretas del, territorio., nacional. como son los espacios
naturales protegidos, no puede pmpara~se en la habi~

litación competencial que ,supone' el art.149.1.1, C.E.
y, en consecue,ncia.los apartados b) y c)delart.23.2
de la, Ley de ProtecCión y Ordenación de la Reserva de
la. Biosfer~ 'de Urdaibai no. vulneran, desde esta pers­
pectiva( el orden constitucional de competencias.

6. 'Descartada la infracción del arto 149.1.1 C.E.
debemos examinar los preceptos impugnados desde la
óptica del arto 149.1.23.C~E..desde el que. por otra parte.
se cOflstruye el núcleo, principal de la argumentación

, dal Abogado del'~stado.

A) Este Tribunal se ha pronunciado en diversas'oca­
siones sobre la creación de derechos de tanteo y retracto
como técnica de protección. del medio ambiente. Así,
en 'la~TC ,170/1989 hemos afirmado que el simple
establecimiento de derechos" de, esa índole por una
Comunidad Autónoma-en aquel caso la ,Comunidad
de Madrid- no vulnera la competerecia estatal para dictar
legtslación básica sobre medio ambiente y sobre legis­
lación,,'civil. Respecto de 'esta última~ porque el ~imple
establecimiento de un derecho.p~eferente'no implica la
regufación de una insti~ución civil; :respecto de la primera,
porque tal medida no difiere sin\) ,que, por el contrario.
coincide con la legislación básica contenida en el arto

, 10.3 LC.E.N. Sin embargo;Jlo hubo eA aquel caso un
J:)fonunciarniento expreso sobre léiposibi1idad de que la
Comunidad Autónóma modi~icara los pJazos que para
el &jercicio de tales derechos, establece la Ley estatal;
pues tal cuestión no había sido suscitada por ninguna
de las partes y,~en consecuencia. quedó imprejuzgada.

La doctrina de la src 170/1989 ha sido reiterada
en la STC 102/1995, en-Ia 'Que. tras afirmar que el
tanteo y el retracto. son derechos reaJes cuya regulación
por ser legislación civil. es competencia exclusiva del
Estado, se declara que e"o no excluye que puedan existir
derechos de retracto O bien otrQs establecidos por la
regulación administrativa. respondiendo a una finalidad
pública, oonstitucionalmente legítima, co~o puerle ser
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la protección del medio ambiente. Los efect.os perse­
guidos con estos derechos tienen un carácter instrumen­
tal y, por ello, la 90mpet~ncia para provocarlos está siem­
pre en función de. aquella otra sustantiv~ a la cual, sirva
(fundamento jurídico 16). Y tras. estas afirmaciones se
sostiene el carácter básico del arto 10.3 L.C.E.N. aunql,Je
sin entrar a examinar el problema concreto de los plazos,
por no haber sido cuestionado este extremo por ninguno
de los recurrentes. . .

B) , La relación entre. la legislación estatal. básica y
la legislación autonómica de desarrollo en materia de
medio ambiente, en general, y' en cuanto al estableci­
miento dé derechos preferentes, en concreto, debe s~r

examinada desde una doble perspectiva: desde la fina­
lidad perseguida con dicha legislación que, comp se ha
dicho, no es tanto la uniformidad como el establecimien­
to de mínimos de protección, y desde la exigencia de
que el legislador estatal no llegue a tal grado de detalle
que no permita desarrollo legislativo alguno de las Comu­
nidades AlrItónomas con competencia' en materia de
medio ambiente, vaciándolas así de contenido (STC
102/1995). Pues bien, en atención a dichos criterios
ha de entenderse, en lo que aquí importa, que lo básico
en -la ordenación estatal es el establecimiento de un
derecho de tanteo y retracto en favor de las Adminis­
traciones Públicas, la garantía de un conocimiento feha-

. dente por dichas Administraciones de las transmisiones
inter vivos de terrenos situados en el interior de un espa­
cio pro~e~idQ y la det~rmin~ciÓn de ~!l0s plazos para
el eJercIcIo' de los derechos de tanteo y tetracto que
permitan asegurar una eficaz protección del espacio por
los Entes comp.etentes. Parlo que' ha de admitirse que

"Ia competencia básica del Estado enmateria .. ·d~ .pro­
tección .del medio ambiente. no•impide que lasComu­
nidades Autónomas determinen la concreta duración de
dichósplazos. siempre que ésta suponga. úna pr()~ecciÓn

· suficiente que no reduzca la eficacia· de la m~dida:en
.relación con el espacio natural al que se aplica.

Ahora bien, ello no ocurre en el presente caso, pues
los plazos establecidos por el legislador vasco son lo
suficientemente amplios como para permitir que real­
mente puedan ejercitarse los derechos de tanteo yretrac­
too A mayor abundamiento" no puede desconocerse que
la separaciÓn de la Ley estatal en este punto se justifica
por el representante del Parlamento Vasco en las pecu­
liaridades. de la Reserva. de la '8iosfera de Urdaibai Q.ue,
como .antes .se ha recorp~do, han llevado al legislador.

, de aquella Comunidad a creat al amparo de lo dispuesto
en elart. 21.2 L.C.E.N~, una figura específica, distinta
de las previstas en el art 12de la misma Ley. Entre
esas peculiaridades --y tal, y cOf11o se recuerda, en la
Exposición de Motivos de fa Ley- está el hecho de que
en la zona protegidas~e'ncuentran Qumerosos núcleos
urbanos .. de población, '. qon un importante desa(roUo
industrial y turístico, por; lo que es necesario.ccarmoniiar
el desarrollo de esta·zon~.90n la conseryacipn denue§íro
p~tri,!,onioy recursos l1aturales». . .

7. Se impugnan también por el Abogado' del Estado
los arts. 27, 28.4 y 29.1' de la Ley de Protección y Orde­
nación de la Reserva de la Biosfera de Urdaibai. El pri­
mero de ellos establece los tipos de infracción, que ,se
clasifican en muy graves" graves y leves; el segundo
fija los órganos competentes para imponer las sanciones

· y sus cuantías mínimas y máximas, y el tercero se refiere
a sus plazos de prescripción. El fundamento último de
la impugnación es la ... exclusión que en estos preceptos
se hace de la categóriade sanciones (CmenOS graves»,
lo que, se afirma, infringeelart. ~9.1 L.C.E.N., precepto
declarado básico y según el cualcdas infracciones serán
calificF;ldas de leves, meflosgraves, graves y muy graves»'.

· Para ~t representante estatal la Ley vasca: ha alterado

el referido régimen sancionador sin, razón que lo· jus­
tifiquey, por ello, resulta en estos concretos extremos
inconstitucional y nula.

Como punto de partida para resolver la cuestión sus­
citada debemos recordar que la' potestad sancionadora
no constituye un título competencial autónomo y, por
ello, hemos dicho quecclas Comunidades Autónomas
pueden adoptar normas administrativas sancionadoras
cuando, teniendo' competencia sobre la materiasustan­
tiva de que se trate, tales disposiciones se acomoden
a las garantías dispue'stas en este ámbito del derecho
sancionador (art. 25.1 C~E., básicamente), y no introduz­
can divergencias irrazonables y desproporcionadas al fin
perseguido respecto del régimen jurídico aplicable en
otras partes del territorio (art. 149.1.1)) (STC 87/1985,

. fundamento jurídico 8.°). Por tanto, debernos exáminar
en primer lugar los preceptos impugnados desde la
perspectiva específica del' arto 149.' .23 C.E. y del
art.11.1 a) del Estatuto de A'utonomía para el País Vasáo,
que son los títulos sobre la materia sustantiva; y, Pos..
teriormente, desde las Iimítacionesgenerales qué, como
se ha señalado, ,tienen las Comunidades Autónomas en
el establecimiento de sanciones. '

8. Como se indica en la src 149/1991, las normas
que tipifican infracciones y establecen 'sanciones no son
sino parte de las normas ,que, enuncian ·Ios deberes, y
obligaci'ones cuyo incumplimiento-se tipifica como falta,
por Jo que 'aparecen como complemento necesario de
las normas sobre protección del medio ambiente. Ello
permite -y así lo hemos deélarado en la STC 102/1995,
fundamento· jurídico 32- 'que, con la finalidad de garan­
tizar unos mínimos de protección comunes a todo el
territorio nacional, el Estado pueda establecer con carác­
ter básico un catálogo mínimo de conductas -ampliable'
por ellegisJador autonómico-queentodocaso se debe­
ránconsidecarinfracciones .. administrativas, (art. 38
L.C.E.N);asimismo, que pueda determinar que algunas
de esas conductas .tendrán siempre' la calificación de
infracciones graves (art. 39.2) y, por último, que pueda
estable~erloscriterios generales para la determinación
de la gravedad de las:infracciones, así como una ·escala
de sanciones con unos límites máXimos y mínimos (art.
39.1). Ahora bien, respecto de' este concreto extremo
también hemos indicado que tanto las sanciones como
la escala ..cuantitativa para las multas no son sinocla­
sificaciones ,genéricas ccnecesitadas por .símismas de
un desé;lrrollo legislativo a oargo de las Comunidades
Autónomas». Esto es, constituyen ccuna regla mínima,
cuya modulación a. través de las circunstancias madi...
ficativas'· de-Iaresponsabilidap .queda' en manos de los

. legisla,dores y administradores autonómicos para con~
figurarlas en normas y aplicarlas al caso concreto,
respe~tivamente» (STC 102/'1995-, fundamento ju.rídi-.
co 32). .' .", .

Para los representantes dEtI ,Gobierno· y Parlamento
del País Vasco los precep,os impugnados no han tras­
pasado, los márgenes de actua~ión.qUEt. para la modu...

Ilación lde sanciones se reconocel1 alas Comunidades,
Autónomas, máxime sí se tiene 'en cuenta que la~ dife­
rencias existentes entre las escalas estataJ y autonómica
.sonmás formales que sustantivas. Como explica el repre­
sentante del Parlamento Vasco en su escrito de alega­
ciones. la escala d~e infraCciones que recoge la LC.E.N.
tiene un. carácter meramente formal, carente de todo
contenido pues, con la excepción de ·Ias tres conductas
que según su arto 39.2 tendrán siempre la calificación
de infracciones 'graves, cada Comunidad Autónoma es
libre para determinar qué infraéCiones tienen el carácter
de leves, .menos graves" graves o muy graves; a priori,
las diferencias.entre los distintos tipos de infracciones
únicamente son identificables parlas cuantías 'de las
mult(;is. (art. 39.1) Y por ~us plazos de .prescripción (art;
41.1). . " .
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Es indudable que las sanciones son un instrumento
eficaz para garantizar'los deberes que, para la protección
de los espacios naturales y de su flora y fauna, el legis­
lador puede establecer. Pero dicha finalidad protectora
se consigue con la fijación de los tipos de ilícitos, de
la especificación de la gravedad de algunos de ellos,
de las cuantías. mínimas de las sanciones, etc., pero no
con el simple establecimiento de una gradación que sólo
al legislador autonómico le corresponde posteriormente
llenar de sentido. Por ello, la creación de la referida escala
con un pretendido carácter básico no puede justificarse
desde la necesidad de establecer unos mínimos de p'ro­
tección y sólo pu~de explicarse, bien desde .Ia perspec­
tiva del principio de proporcionalidad (STC 102/1995,
fundamento jurídico 32), bien desde el deseo' de esta­
blecer unos tipos de sanciones uniformes en tódo' el
territorio nacional. Sin embargo, ninguna de ésas fina­
lidades está cubierta por el arto 149.1.23 C.E. La primera,
porque'este precepto no es titulo habilitante que permita
al Estado establecer una escala que garantice el principio
de proporcionalidad de las sanciones, principio que viene
garantizado directamente' por otros preceptos de la Cons­
titución que, evidentemente, vinculan al legislador estatal
y alautonóniico. La segunda~ porque, como hemos recor­
dado, la legislación básica no ,cumple en este caso una
función de uniformidad relativa. Por ella, los preceptos
impugnados, aunque se apartan de la Ley estatal, no
resultan contrarios al arto 149.1.23 e.E. Este precepto
se habría infringido si se hubieran suprimido las faltas
graves, pues la Ley estatal establece tres tipos de infrae­
ciones que, en todo caso, se· considerarán-infracciones
muy graves (art. 39.2). Esta norma ha sido declarada
básica por el legislador y tal carácter ha sido confirmado
por la STC 102/1995, pues efectivamente establece
una protección mínima que debe ser común a todo el
territorio nacional; por ello, si el legislador vasco hubiera
suprimido las infracciones muy graves, o hubiera reba­
jado sensiblemente la cuantía de la sanción correspon­
diente, se habría'dejado sin efecto la norma estatal. Sin
embargo, lá escala establecida por el Estado ha sido
respetada en este concreto ex~remo.

9. Descartada la v¡"olación del arto 149.1.23 C.E.,
debemos examinar la validez de los artículos,impugnados
desde, la perspectiva delart. 149.1.1 C.E. pues, como
antes ,se ha señalado, las Comunidades Autónomas, af
aprobar normas sancionadoras, no pueden introducir
divergencias irrazonables y desproporcionadas al fin per­
seguido respecto del régimen jurídico aplicai:>le en otras
partes del territorio nacional (SSTC 87/1·985, 48/1988,
136/1991 Y 108/1993, entre otras)., .

En el presente caso, la 'legislación estatal' (art. 39.1
L.e.E.N.) establece cuatro categorías de infraccio'nes a
las que corresponden 1as siguientes sanciones: leves,
,multa de 10.000 a 100.000pesetas; menos graves, mul­
ta de 100.001 pesetas a 1.000.000 de pesetas; graves,
multa de 1.000.001 a 10.QOO.001 de pesetas; muy gra­
ves, multa de ,10.000.001 a 50.000.000 de pesetas. '
Por su parte, la Ley vasca establece la siguiente escala
(arts.27 y 28.4): leves, multa hasta 250.pOO pesetas;
graves, multa de 250.001 a 15.000.000 de pesetas~

muy graves, multa' de 15.000.001 a 50.000.000 de
pesetas. Como puede apreciarse, la diferencia más rele­
vante es la supresión de las fáltas menos' graves, de
manera que las cuantías equivalentes de la Ley estatal
quedan englobadas, bien en las faltas' leves, bien en
las graves. Esta modulación'del régimen' establecido en
la norma estatal no afecta por sí misrna alas condiciones
básicas de igualdad de los ciudadanos en el ejercicio
de s,usderechos y en el cumplimiento de sus deberes
y; por ello, no introduce divergencias desproporcionadas
respecto del régimen jurídico aplicable en otras partes

del territorio. Máxime si se tiene en cuenta qué, como
ha quedado expuesto, a dichas sanciones no se han
vinculado por parte del Estado determinadas conductas,
sino que éstas deben ser determinadas por, la propia
Comunidad Autónoma, lo que a su vez está plenamente
justificado puesto que la gravedad de las conductas
dependerá en muchos casos de las, condiciQnes con­
cretas de cada" uno de los espados que se pretenden
proteger.

Por . ello, tampoco desde la perspectiva del arto
14~.1.1 puede concluirse la pretendida inconstituciona:.
lidad de los arts. 27 Y' 28. 1 de la Ley del Parlamento'
Vasco de Protección Y Ordenación de la Biosfera de
Urdaibai, Yse debe descartar igualmente la del arto 29.4
pues su impugnación estaba estrechamente relacionada
cC?n la de los mencionados ,preceptos.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE 'lE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NAcrÓN ESPAÑOLA. '

Ha decidido

Desestimar' el presente recurso de inconstituciona­
lidad.

Publíquese esta Sentencia en el eeBoletín Oficial del "
'Estado)). .

Dada en Madrid, a veintiséis de octubre de. mil nove­
cientos noventa Ycinco.-Alvaro Rodrígue.z Bereijo.-José
Gabaldón López.-Fernando García-Mon Y González-Re­
gueral.-Vicente Gimeno' Sendra.-Raf~elde M~ndizábal

Allende.......:Julio Diego GonzálezCampos...,...Pedro Cruz
Villalón.-Carles Viver. Pi,.Sunyer.-Manuel Jiménez de
Parga YCabrera;,Ja,vier Delgado Barrio.-Tomás S. Vives
Antón.-Rubricado.

25699 'Sala Segunda. Sentencia 157/1995, de 6 de
noviembre de 199'5. Recurso de amparo
717/92. Contra SfJntenciade la Audiencia
Provincial de Palma de Mallorca, revocatoria
de la dictada·en juicio de faltas por el Juzgado'
de Instrl..lfción núm. 2 de Inca condenando
al recurrente en amparo como autor de 'una
falta del artículo 158 bis del C. P. Supuesta
vulneración del derecho a la presunción' de
inocencia: valoración de la prueba por el Juez
((ad quem" no lesiva del derecho.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don José Gabaldón Lópezt Presidente; don
Fernando García;.Mon Y González-Regueral, don Rafael
de M,endizábal Allende" don Julio Diego González Cam­
pos, don Caries Viver Pi-Sunyer Y don Tomás S. Vives
AntÓn, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

, la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 717/92, interpuesto
por don Jorge, Gómez Pérez:, a quien representa el Pro­
curador de los Tribunales don Luis Pastor Ferrer con
la asistencia de la Abogada doña María de los Angeles
López Calderón, contra la Sentencia que la Sección
Segunda de ta Audiencia Provinc'ial de Palma de Mallorca
dictó el 5 de febre'fo de 19920 Ha comparecido el Minis-


